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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

 



El ciudadano RAFAEL LIY CUSIDO, representado por el abogado Ricardo Rodríguez González, demandó por cobro de diferencia en el pago de  prestaciones sociales, a la empresa C.V.G. BAUXILUM, C.A., antes C.V.G. INTERAMERICANA  DE ALUMINA C.A., y C.V.G. BAUXITA VENEZOLANA C.A (BAUXIVEN), representada por los abogados Omar Ortega Pizzani, Justo Castillo Martínez, María Alejandra Blanco, Gustavo Nieto Marcano, Luis Carmona, Maximiliano Hernández, Sibeles del Nogal y José Luis Ramírez, por ante el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, el cual declaró parcialmente con lugar la demanda.

 

El Juzgado Superior Segundo del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, conociendo por apelación de la parte demandada, dictó sentencia definitiva en fecha 1º de noviembre del año 2000, confirmando la decisión apelada; sentencia contra la cual ejerció dicha parte recurso de casación, que fue admitido y formalizado oportunamente. Hubo impugnación, réplica y contrarréplica.

 

En fecha 20 de diciembre de 2000, la Asamblea Nacional, designó como integrante de la Sala de Casación Social al Magistrado Doctor Alfonso Valbuena C., en sustitución del Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 

Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo esta la oportunidad dispuesta al efecto, la Sala pasa a dictar sentencia bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, en los términos siguientes :

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
ÚNICO
 


Con fundamento en el ordinal 1º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción del artículo 243, ordinal 4º, ejusdem, por omisión de los motivos de hecho y de derecho de la decisión, argumentando al respecto que la recurrida acuerda la corrección monetaria de las cantidades que ordena pagar por concepto de diferencia de prestaciones, sin señalar las normas jurídicas en que basa esa declaratoria.

 

La Sala, para decidir, observa:

 

La recurrida, ciertamente, no expone las razones en que reiteradamente el Supremo Tribunal, a partir de la conocida sentencia de fecha 17 de marzo de 1993, ha fundamentado el dispositivo de corrección monetaria aplicable de oficio en materia laboral pues sólo refiere la aplicabilidad de la doctrina al respecto. No obstante, omite la formalización toda indicación sobre la relevancia de ello en la resolución del asunto, de modo que su alegato permanece en un ámbito de formalismo intrascendente que esta Sala Social ha venido desechando como suficiente para anular los fallos recurridos, motivo por el cual la denuncia  ha de resultar improcedente, y así efectivamente se la declara.

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY

 

- I -

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, e invocando la norma del artículo 320 ejusdem, se denuncia la infracción de los artículos 429 de ese mismo Código y 1.363 del Código Civil, argumentando al respecto que la recurrida dio indebidamente valor probatorio a la copia de un documento privado no reconocido, de importancia relevante en el proceso.

 

La Sala, para decidir, observa:

 

La recurrida concede valor probatorio al documento que refiere el formalizante, sólo en calidad de ratificación de lo que ella considera y establece que ha quedado aceptado por ambas partes según los términos del libelo y de la contestación, en el sentido de haberse efectuado una fusión entre C.V.G. BAUXIVEN y C.V.G. INTERALUMINA conforme a la cual la primera dejó de funcionar y todos sus activos y pasivos, así como su explotación, pasaron a la segunda, que resulta por ello patrono sustituto. Carece, pues, de valor determinante en los dispositivos de la sentencia, el instrumento en cuestión, por lo que la denuncia basada en la indebida apreciación del mismo, no puede prosperar, de conformidad con la norma del aparte final del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil. Así se declara.

 

- II -

 

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, e invocando la norma del artículo 320 ejusdem, se denuncia la infracción de los artículos 429 de ese mismo Código y 1.363 del Código Civil, por haber dado la recurrida valor probatorio, determinante para acordar el pago doble de la indemnización de antigüedad, a la copia fotostática no impugnada del “contrato individual de trabajo” celebrado entre BAUXIVEN C.A. y el demandante el 3 de agosto de 1982, siendo que no se trata de la reproducción de algún documento público o privado reconocido.

 

La Sala, para decidir, observa:

 

La mención de la recurrida respecto de la apreciación de la copia a que se refiere el formalizante, aparece en ella a manera de complemento de su determinación anterior en el sentido de declarar procedente el pago doble de la antigüedad por efecto de lo dispuesto en el “Reglamento Interno de la C.V.G. BAUXITA VENEZOLANA C.A. BAUXIVEN”, que viene a ser en realidad el fundamento de su dispositivo, por lo que la indebida apreciación denunciada carece de la importancia determinante que le atribuye el recurso y no puede por ello dar lugar a la procedencia del mismo, de conformidad con la norma del aparte final del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil. Así se declara.

- III -

Con fundamento en el ordinal 2º del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, se denuncia la infracción de los artículos 3, 68 y 101 de la Ley Orgánica del Trabajo, alegando al respecto lo siguiente:

 

“Las cláusulas 18 y 19 del convenio individual de trabajo celebrado por BAUXILUM y el demandante el 1° de marzo de 1994 (folios 259-260) estipulan:

 

18.              REFORMAS LEGALES

 

Queda entendido que los beneficios contemplados en el presente convenio, son los únicos vigentes y que se aplicarán en C.V.G. BAUXILUM, C.A. OPERADORA DE BAUXITA, a partir del 01/03/94, (omissis).

 

19.              EFECTIVIDAD DE BENEFICIOS

 

Los beneficios contemplados en este Convenio Individual del Trabajo, dejan sin efecto cualquier otro estipulado en un Convenio anterior.

 

Pero, como vimos, el Juez de la recurrida consideró que este convenio individual de trabajo carecía de valor y declaró procedentes los pedimentos del demandante.

 

Decidiendo de tal suerte, el Juez de la sentencia recurrida aplicó falsamente el artículo 3° del la Ley Orgánica del Trabajo e infringió por errónea interpretación el artículo 101 de la Ley Orgánica del Trabajo. Veamos por qué.

 

Está probado en este proceso, por una parte, que el demandante convino en trabajar para esta empresa en las condiciones estipuladas en el convenio individual de trabajo que ambas partes celebraron y que entró en vigencia el 1° de marzo de 1994, después de la fusión de Bauxivén e Interalúmina, la cual se efectuó el 28 de febrero de 1994; y, por otra parte, que el mismo convenio  individual de trabajo vigente a partir del 1° de marzo de 1994 las partes convinieron en que los beneficios contemplados en ese convenio eran los únicos que recibiría el demandante en Bauxilum a partir de esta fecha y que tales beneficios dejaban sin efecto cualquier otro beneficio estipulado en un convenio anterior. Por consiguiente, en este convenio individual de trabajo estaban todos los beneficios contractuales que el demandante tenía derecho a percibir para el momento de la terminación de la relación laboral ocurrida el 17 de julio de 1994, y el Reglamento Interno de Bauxivén era inaplicable al demandante a partir del momento en que éste dejó de trabajar para dicha empresa y empezó a trabajar para Bauxilum el 1° de marzo de 1994.

 

Ciertamente la libertad de las partes contratantes en la fijación del contenido del contrato de trabajo conoce límites.  Uno de estos límites está constituido por el principio de la irrenunciabilidad de las disposiciones legales de orden público por convenios particulares enunciado en el artículo 6 del Código Civil, principio que el artíiculo 10 de la Ley Orgánica del 'Trabajo no hace sino repetir. De ello se desprende que las partes deben respetar todas las disposiciones de orden público, trátese de disposiciones de derecho común o de la legislación del trabajo.  Son nulas las cláusulas de un contrato de trabajo contrarias a estas disposiciones.  Pero el cambio o la alteración de condiciones de trabajo estipuladas en un contrato de trabajo no constituye una transgresión ni del principio de irrenunciabilidad mencionado poco más arriba, ni del principio de irrenunciabilidad de derechos enunciado en el artículo 3° de la Ley Orgánica del Trabajo. El artículo 3° de la Ley Orgánica del Trabajo prohibe al trabajador renunciar a un derecho que ya ha adquirido, pero no le prohibe convenir con su patrono nuevas condiciones de trabajo y eliminar, desmejorar y, por supuesto, mejorar derechos estipulados en un convenio individual de trabajo anterior.  El artículo 3° establece el principio de la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, pero no el principio de la intangibilidad de las condiciones de trabajo estipuladas en un convenio particular.

 

En resumidas cuentas, el demandante no renunció a ningún derecho, sino que pactó libre y válidamente nuevos derechos y condiciones de trabajo con su patrono.

 

“Pues bien, si el contrato de trabajo continúa vigente bajo nuevas condiciones de trabajo impuestas por el patrono porque el trabajador acepta estas condiciones tácitamente, con mayor razón el contrato de trabajo continúa vigente bajo nuevas condiciones de trabajo cuando el trabajador, celebrando un convenio con su patrono, acepta expresamente las nuevas condiciones de trabajo. Es de observar, por último, que en el caso en estudio el demandante trabajó para Bauxilum hasta el 17 de julio de 1994. o sea, mucho más de treinta días contados a partir del 1° de marzo de 1994, fecha de la entrada en vigencia del convenio individual de trabajo que celebró con Bauxilum.

 

El juez de la sentencia recurrida infringió por falsa aplicación el artículo 3° de la Ley Orgánica del Trabajo al considerar que el convenio individual de trabajo del 1° de marzo de 1994 carecía de valor jurídico puesto que debía entenderse como una renuncia a derechos adquiridos y violaba por tanto el principio de irrenunciabilidad de derechos establecido en este artículo.  Al mismo tiempo, el juez infringió por errónea interpretación el artículo 101 de la Ley Orgánica del Trabajo al considerar que este artículo no se refiere al cambio de las condiciones de trabajo y al desmejoramiento de los derechos de los trabajadores. E infringió por falta de aplicación el artículo 68 de la Ley Orgánica del Trabajo, según el cual "el contrato de trabajo obligará a lo expresamente pactado", al no aplicar el convenio individual de trabajo del 1° de marzo de 1994.

 

Denuncio estas infracciones que ha sido determinante de lo dispositivo en la sentencia.

 

Por las razones precedentes, y para resolver la controversia, el juez de la recurrida debió abstenerse de aplicar falsamente el artículo 3° ejusdem, interpretar correctamente el artículo 101 de la Ley Orgánica del 'Trabajo y aplicar el artículo 68 de la Ley Orgánica del Trabajo, y decidir que el Reglamento Interno de Bauxivén y el contrato de trabajo celebrado entre esta empresa y el demandante el 30 de agosto de 1982 eran inaplicables al demandante y que, por el contrario, el convenio individual de trabajo celebrado entre Bauxilum y el demandante el 1° de marzo de 1994 era jurídicamente válido. Y declarar, en consecuencia, que los pedimentos del demandante contenidos en el libelo de la demanda eran improcedentes.

 

La Sala observa:

 

Es una situación de hecho establecida por la recurrida, tomada por lo demás de lo así aceptado por las partes que, luego de la fusión acordada en Asamblea celebrada en fecha 28 de octubre de 1993, entre las empresas C.V.G. BAUXITA VENEZOLANA C.A. BAUXIVEN y C.V.G. INTERALUMINA -con la desaparición de la primera y la continuidad posteriormente bajo el nombre de C.V.G. Bauxilum C.A. de la segunda- el demandante continuó en ésta última en su misma actividad como Jefe del Departamento de Atención a Usuarios, incluido en una denominada “Nómina Ejecutiva” para la cual regía un especial “Reglamento Interno”, hasta el 17 de julio de 1994, cuando venció el lapso de 90 días siguientes a su renuncia al cargo, dados por él como preaviso, habiendo suscrito el 1º de marzo de ese mismo año, un “Convenio Individual de Trabajo” en el cual se establecieron las respectivas condiciones de trabajo que regirían a partir de esa fecha entre el actor y la demandada, sustituyendo con carácter excluyente las condiciones anteriores que regulaban la situación en BAUXIVEN.

 

El sentenciador de la recurrida, frente a los reclamos del actor planteados con base en esas condiciones anteriores que regían en BAUXIVEN, y al rechazo de la demandada fundamentado en la aplicabilidad de las nuevas condiciones suscritas entre él y C.V.G. INTERALUMINA, luego de calificar a ésta última como patrono sustituyente de aquella, dictaminó, acogiéndose a lo asentado por el a-quo,  lo  siguiente:

 

“En segundo lugar, el convenio individual de trabajo firmado por el demandante con BAUXILUM, carece de valor por la sencilla razón de que ella le está vedado eliminar los derechos adquiridos por los ejecutivos, consagrados en el anterior mencionado Reglamento Interno, debido a la irrenunciabilidad con la cual se encuentran amparados los mismos y por igual razón, en nada cambia la situación el hecho de que el demandante hubiera firmado un contrato de trabajo en el cual pretendió la demandada menoscabarle esos derechos, por idéntico motivo, resulta inaplicable la norma establecida en el artículo 101 de la ley Orgánica del Trabajo como lo pretenden los citados apoderados de la demandada, pues, la misma se refiere únicamente a la existencia de causas justificadas para dar por terminada la relación de trabajo por cualquiera de las partes, no al cambio de las condiciones de trabajo y menos al desmejoramiento de los derechos de los trabajadores. Si tal criterio pudiera ser factible, dejaría de ser irrenunciable las normas y disposiciones que favorecen a los trabajadores ya que se daría lugar a la apertura de una brecha que sería aprovechada con los patronos para burlar esas normas y disposiciones.”

 

 

Y con base a lo estatuido en los artículos 185 y 186 del citado Reglamento Interno de BAUXIVEN, acordó la recurrida al actor lo reclamado por concepto de antigüedad doble y pago adicional a la misma, acordándole así mismo el pago de preaviso en forma simple en cuanto allí estaba prevista esa indemnización cualquiera que fuera la forma de terminación de la relación laboral.

 

Ahora bien, la posibilidad de introducir cambios, convenidos o impuestos por el patrono, en las condiciones de trabajo, que generalmente se dan mediante el mejoramiento de algunas en desmedro de otras, pudiendo darse el caso de que el conjunto resulte definitivamente desfavorable al trabajador, es una hipótesis prevista y regulada en el ordenamiento laboral, sin que pueda entenderse que la aceptación de los mismos constituya en sí una violación al principio de irrenunciabilidad de las disposiciones y normas que favorecen a los trabajadores, desarrollado en los artículos 3 y 10 de la Ley Orgánica del Trabajo, salvo por supuesto, cuando las nuevas condiciones contraríen disposiciones legales de orden público. En cuanto a esa regulación, el artículo 103 de dicha Ley califica como despido indirecto y como tal, causa justificada del retiro del trabajador, la alteración en las condiciones de trabajo, y el 101 ejusdem, otorga al trabajador (y al patrono en su caso) el derecho a dar por terminada la relación laboral invocando dentro de los 30 días contínuos siguientes esa causa de retiro, con los efectos patrimoniales de un despido injustificado. Conforme a ello, pues, el trabajador tiene la opción, bien de poner fin a la relación, en cuyo caso esos efectos patrimoniales se calcularán con base al régimen anterior a los cambios no aceptados, o bien de continuar prestando servicios bajo las nuevas condiciones, las que en consecuencia determinarán los cálculos respectivos en la oportunidad en que se produzca la finalización de las labores.

 

En el caso, no ha sido planteado que el demandante se acogiera a la opción de considerarse despedido indirectamente y por efecto de ello a la aplicación del citado “Reglamento Interno” de la empresa BAUXIVEN, ni tampoco que las nuevas condiciones de trabajo resultaran violatorias de disposiciones legales y por tanto inaplicables en sustitución del régimen anterior.

 

De acuerdo con las consideraciones anteriores, la recurrida infringió, como se denuncia, los artículos 3, 101 y 68 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se declara.-

 

CASACIÓN SIN REENVIO

 

En ejercicio de la facultad que le otorga el segundo aparte del artículo 322 del Código de Procedimiento Civil, para casar el fallo sin reenvío cuando su decisión sobre el recurso haga innecesario un nuevo pronunciamiento sobre el fondo, la Sala observa:

 

Todo lo reclamado por el actor y acordado parcialmente por la recurrida, tiene su fundamento en la aplicabilidad, para la fecha de terminación de la relación laboral entre el actor y la demandada, de las condiciones de trabajo contempladas para la “Nómina Ejecutiva” en el “Reglamento Interno” de la empresa C.V.G. BAUXIVEN C.A., las cuales, como ha quedado establecido en la decisión a que se contrae el Capítulo de este fallo que antecede, no se encontraban en vigencia para esa fecha, pues habían sido sustituidas por las establecidas en el “Contrato Individual de Trabajo” suscrito con la empresa C.V.G. INTERALUMINA OPERADORA DE BAUXITA C.A., continuadora de la actividad de aquella.

 

Por consiguiente, excluida de esa forma la señalada aplicabilidad y siendo la misma el soporte único de la demanda, ésta resulta necesariamente improcedente, como en efecto así se la declara.

 

DECISIÓN

 

Por lo antes expuesto este Tribunal Supremo de Justicia administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara CON  LUGAR el recurso de casación; y conforme a lo expuesto, CASA SIN REENVIO la decisión recurrida, en virtud de lo cual, declara así mismo SIN LUGAR la demanda intentada. De conformidad con lo dispuesto en el aparte segundo del artículo 322 del Código de Procedimiento Civil, se condena a la parte demandante en las costas del juicio.

 

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de la causa, Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo, participándose lo conducente al Superior de la recurrida. 

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los    tres   (03) días del mes de mayo de dos mil uno. Años: 191° de  la  Independencia y 142°  de   la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente y Ponente,

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

                                       












Magistrado,

 

 






_____________________

 




 ALFONSO VALBUENA C.

 

La Secretaria,

 

 

_________________________

BIRMA I. TREJO DE ROMERO
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